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Exp. 41/2018-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 41/2018-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diez de julio del dos mil dieciocho.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 41/2018-2 promovido por el C. **********, contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciséis de enero del dos mil dieciocho, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, y por los actos que a continuación se precisan:

"Lo es el oficio de fecha 01 de noviembre de 2017 emitido por el C. **********, Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en el cual de forma contraria a derecho, se me imponen diecisiete multas al suscrito por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, con motivo de presuntas obligaciones omitidas.”
III.- Por auto de fecha diecisiete de enero del dos mil dieciocho se requirió a la parte actora, para que en el término de cinco días exhibiera el oficio en donde constara el acto impugnado de fecha primero de noviembre de dos mil diecisiete y la constancia de notificación de fecha dieciséis de noviembre del dos mil diecisiete, documentales que ofreció como pruebas en su escrito inicial de demanda.
Así mismo, se le requirió para que exhibiera las documentales consistentes como “las constancias en donde se acredita la Declaración de Pago del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP)”.

De igual manera, por lo que tocaba al expediente administrativo ofrecido como prueba, y a fin de que este Tribunal se encontrara en aptitud de requerir la exhibición del mismo a la autoridad demandada, se le requirió para que exhibiera el escrito donde constara la solicitud correspondiente de dicha petición realizada a la autoridad demandada.

III.- Por auto de fecha treinta de enero del dos mil dieciocho, se tuvo a la parte actora, por contestando el requerimiento formulado por auto de fecha diecisiete de enero del dos mil dieciocho, y por exhibiendo la resolución impugnada y su acta de notificación, así como diversas constancias relativas a la Declaración de Pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, las cuales ofreció como pruebas en su escrito inicial de demanda.

Así mismo, se le tuvo por no cumpliendo con el requerimiento formulado en el apartado III del auto de fecha diecisiete de enero del dos mil dieciocho, ya que no exhibió el escrito donde constara la solicitud correspondiente relativa al expediente administrativo que ofreció como prueba en su demanda inicial.

Por otra parte, se tuvo por admitida la demanda del C. **********,  en contra del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, ordenándose correr traslado, para que contestará lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
IV.- Por auto de fecha veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, se tuvo a la Autoridad demandada por contestando la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de cinco días para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo y manifestara lo que a su derecho conviniera.
Por otra parte y en virtud de que la parte actora del juicio en su escrito inicial de demanda negó conocer el requerimiento de obligaciones omitidas con número de folio **********y la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, señala que dicho requerimiento si le fue notificado al actor, exhibiendo dichas documentales, se le concedió a la parte actora el plazo de diez días para que ampliara su demanda.
V.- Por auto de fecha doce de marzo de dos mil dieciocho, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo del Estado, contestaran la misma. 

VI.- Por auto de fecha cinco de abril de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado por contestando la ampliación de demanda.

Por último, se señalaron las once horas del veinticinco de abril del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VII.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.   
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución que determina las Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, de fecha primero de noviembre del dos mil diecisiete, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por la cantidad total de **********, el cual se encuentra dirigido a la actora; documental que obra a fojas de la 37 a la 40 del expediente en el que se actúa.          
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación de la Dirección General de Ingresos dependiente de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 143 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal **********, de fecha primero de noviembre del dos mil diecisiete, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso a la parte actora multas por la cantidad total de **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y en el de ampliación de demanda, se localizan a fojas de la 04 a la 27 y de la 159 a la 163 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- Ahora bien, esta Segunda Sala Unitaria, estima que para un mayor entendimiento de la presente resolución, se procede al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, en primer término en cuanto a la notificación del requerimiento de fecha siete de julio del dos mil diecisiete, supuestamente notificado el pasado veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, ello atendiendo al principio de mayor beneficio y de conformidad con los siguientes criterios:  

Época: Octava Época 

Registro: 222213 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VIII, Julio de 1991 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 122 

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 166717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A.T. J/9 

Página: 1275 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

1.- Motivo de lo anterior, en el concepto de impugnación del escrito inicial de demanda  identificado como tercero, así como del enunciado como primero del escrito de ampliación de demanda, la parte actora hace valer la falta de notificación de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, respecto del requerimiento ********** manifestando medularmente lo siguiente:
Que el acta de notificación de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecisiete adolece del cercioramiento del domicilio, ya que el notificador y ejecutor autorizado para realizar dicha diligencia, nunca precisa como es que se tiene la seguridad y certeza de que el domicilio corresponde al del contribuyente a notificar, que era indispensable que el notificador se cerciorara en forma indubitable que en el lugar donde se constituyó era el domicilio correcto, sin que sea suficiente la simple afirmación de que así lo hizo, sino que era menester asentar los medios de que se valió o las fuentes de información a las que tuvo que recurrir para adquirir esa certidumbre, por lo que al no brindarse la debida certeza legal de la acto, la notificación carece de la legalidad con que debiese contar.
Que el notificador está obligado a identificar a la persona que recibe un citatorio o con quien se practica una notificación, que el ejecutor afirmó haber atendido la diligencia con la recepcionista del lugar, sin embargo, no consta la media filiación, es decir, que no se realizó una descripción de la persona con quien entendió la diligencia, esto con la finalidad de acreditar el dicho de la persona y su personalidad, limitándose asentar el número de una identificación sin proporcionar mayor dato que brindara certidumbre suficiente para verificar el carácter del sujeto con quien se entendió, así como la relación con la que tenía con el contribuyente.
Que el notificador debió de haber asentado de forma detallada las circunstancias que lo llevaron  a realizar la diligencia de notificación personal por medio de un tercero, y no con la parte actora.

Que contraviene lo dispuesto por el artículo 26 del Código Procesal Administrativo del Estado, ya que ni en el citatorio ni en el acta de notificación de fechas 21 y 24 de julio del dos mil diecisiete, no contiene el texto íntegro del acto a notificarse, lo que puede apreciarse de una simple lectura a dichos documentos.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de señalar que las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:
ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 
I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 
II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 
III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 
IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código;
V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 
VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 
VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

En ese sentido se debe de advertir que de una lectura de los actos impugnados, es decir, del citatorio y acta de notificación de fecha veintiuno y veinticuatro de julio del dos mil diecisiete respectivamente, se desprende que la notificadora-ejecutora de nombre **********, cumplió con  el procedimiento que le marca la ley, ello es así en razón de lo siguiente:
a).- En primer término resulta pertinente realizar la digitalización del Citatorio del documento con número **********–foja 149 y 150-:

(DIGITALIZACION)
Del documento anteriormente digitalizado, se desprende:

(i) que siendo las nueve horas con treinta y cinco minutos del día veintiuno de julio del dos mil diecisiete, la notificador-ejecutor **********, se constituyó en el domicilio del contribuyente, el C. **********, cerciorándose del domicilio;

(ii) que en dicho domicilio, fue atendida por la C. **********, quien manifestó que tenía una relación laboral con el contribuyente, teniendo el carácter de Contador, quien no se identificó, por lo que se realizó su media filiación, que se cercioró de que dicha persona se encontraba en el interior del inmueble ya que la atendió dentro del domicilio, por lo que se dio cuenta que no se encontraba en el mismo por circunstancias accidentales, que dicha persona conocía al contribuyente o a su representante legal o persona a la que van dirigidos los documentos, que manifestó ser mayor de edad y tener capacidad legal para atender dicha diligencia;

(iii) que procedió a identificarse con el cargo de notificador, que requirió la presencia del contribuyente o de su representante legal para realizarle una notificación, que la persona con la que atendió la diligencia le informó expresamente que el contribuyente y/o su representante legal o persona a la que van dirigidos los documentos a diligenciar no se encontraba en ese momento en el domicilio;

(iv) por lo que procedió a expedir citatorio al contribuyente para que lo esperara el veinticuatro de julio del dos mil diecisiete a las nueve horas con treinta y cinco minutos, para realizar la diligencia de notificación, procediendo por último a la firma de ambas partes de dicha acta.

b).- Ahora bien, se procede a realizar la digitalización, respecto del Acta de Notificación de fecha doce de junio del dos mil diecisiete, respecto del documento con número de emisión **********–foja 147 y 148-:

(DIGITALIZACION)

Del documento anteriormente digitalizado, se desprende:

(i) que siendo las nueve horas con treinta y cinco minutos del veinticuatro de julio del dos mil dos mil diecisiete, la notificador-ejecutor **********, se constituyó en el domicilio del contribuyente, el C. **********, cerciorándose del domicilio;

(ii) que en dicho domicilio, fue atendido por la C. **********, quien manifestó tener una relación laboral con el contribuyente, teniendo el carácter de empleada, procediendo a identificarse con credencial para votar con número **********;

(iii) que procedió a requerir la presencia del contribuyente o de su representante legal, que la persona con la que atendió la diligencia le informó expresamente que el contribuyente y/o su representante legal no se encontraban en ese momento en el domicilio;  
(iv) que hizo constar que si procedió citatorio de fecha veintiuno de julio del dos mil diecisiete, mismo que fue recibido por la C. **********, quien manifestó que tenía una relación laboral con el contribuyente, teniendo el carácter de contador, quien no se identificó, que dicho citatorio fue expedido para que el contribuyente estuviera presente en la hora y fecha señalada en el acta de notificación, con la finalidad de notificarle el requerimiento de obligaciones de fecha siete de julio del dos mil diecisiete, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, que requiere a la persona con la que entiende la diligencia de nueva cuenta la presencia del contribuyente o la de su representante legal, para efectos de entender con él la diligencia;

(v) que la C. **********, quien manifestó que tenía una relación laboral con el contribuyente, teniendo el carácter de empleada, identificándose con credencial para votar con número **********, que se cercioró que dicha persona se encontraba en el interior del inmueble, toda vez que lo atendió dentro del mismo, por lo que se dio cuenta que no se encontraba en el domicilio por circunstancias accidentales y que conoce al contribuyente o a su representante legal, y que informó expresamente que el contribuyente y/o su representante legal no se encontraban en ese momento en el domicilio por causa de trabajo, no obstante que se le dejo citatorio previo;

(vi) que se procedió a entender la diligencia de notificación de los documentos consistentes en el requerimiento de obligaciones de fecha siete de julio del dos mil diecisiete, con la persona que encontró en el domicilio la cual fue anteriormente enunciada, procediendo a identificarse con el cargo de Notificador y Ejecutor, que le hizo entrega y la notificación de los documentos anteriormente manifestados, procediendo por último a la firma de ambas partes de dicha acta.

Por lo que es de concluirse, que basta con que el notificador en ambos casos, haya señalado que se constituyó en el domicilio señalado como el del contribuyente, situación que corroboró con las personas que se encontraban en el domicilio, en el citatorio con la C. **********, y en el acta de notificación, con la C. **********, así como con la nomenclatura del inmueble, que haya llevado la diligencia con las personas que se encontraban en el domicilio, que dichas personas hayan manifestado tener una relación laboral con el contribuyente, la primera con el carácter de contadora, y que al no haberse identificado se tomó su media filiación, y la segunda como empleada, quien se identificó con la credencial para votar, que solicito la presencia del contribuyente, que las personas con las que atendieron las diligencias le mencionaron expresamente que el contribuyente no se encontraba en el domicilio, procediendo a desahogar las diligencias con dichas personas para tener por realizando en forma legal el citatorio y acta de notificación que en este acto se analizan.
Aunado a lo anterior, se debe de señalar que el notificador goza de fe pública, por lo tanto sus actos se presumen válidos, correspondiéndole a la parte actora demostrar que la diligencia relativa no se llevó a cabo en el domicilio correcto, o con persona que estuviera en el mismo.

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto los siguientes criterios jurisprudenciales:

Época: Novena Época 

Registro: 166617 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.7o.A. J/50 

Página: 1377 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO EXIGE COMO REQUISITO QUE EL DILIGENCIADOR EXPRESE LOS MOTIVOS PARTICULARES O DETALLE PORMENORIZADAMENTE LA FORMA EN QUE SE CERCIORÓ DE QUE EL DOMICILIO EN QUE SE CONSTITUYÓ ES EL CORRECTO.

El párrafo segundo del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación alude a las notificaciones de los actos relativos al procedimiento administrativo de ejecución para diferenciarlas de las notificaciones en general, en el sentido de que una vez que el notificador se constituya en el domicilio del destinatario deberá requerir su presencia y, en caso de no encontrarlo, dejará citatorio para que lo espere a hora fija del día hábil siguiente, fecha en la cual requerirá nuevamente la presencia del interesado o de su representante y de no encontrarlos, llevará a cabo la diligencia con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto con un vecino y si éstos se negaran a recibirla, deberá circunstanciar tal hecho en el acta correspondiente. De lo anterior se advierte que el aludido precepto no exige como requisito que el notificador exprese los motivos particulares o detalle pormenorizadamente la forma en que se cercioró de que el domicilio en el cual se constituyó es el de la persona a notificar.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 164296 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXII, Julio de 2010 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/84 

Página: 1812 

NOTIFICACIONES. CORRESPONDE AL PARTICULAR ACREDITAR CON ALGÚN MEDIO PROBATORIO QUE LA DILIGENCIA RELATIVA NO SE LLEVÓ A CABO EN EL DOMICILIO CORRECTO O CON LA PERSONA ADECUADA, EN VIRTUD DE QUE EL NOTIFICADOR GOZA DE FE PÚBLICA Y SUS ACTOS SE PRESUMEN VÁLIDOS.

En virtud de que los notificadores gozan de fe pública, la simple manifestación del particular de que la diligencia fue irregular porque no se llevó a cabo en el domicilio correcto o con la persona adecuada, contrario a lo circunstanciado en el acta respectiva, no puede destruir la presunción de validez de tal actuación, por lo que la notificación debe subsistir cuando no es desvirtuado el dicho del notificador con algún medio probatorio, máxime que el principio ontológico de la prueba señala que lo extraordinario es lo que se prueba, pues lo ordinario se presume, admite y acepta, tal como lo ordena el artículo 83 del Código Federal de Procedimientos Civiles al expresar que "El que funda su derecho en una regla general no necesita probar que su caso siguió la regla general y no la excepción; pero quien alega que el caso está en la excepción de una regla general, debe probar que así es.". Por tanto, corresponde al particular desvirtuar el dicho del notificador demostrando con las pruebas conducentes, que la diligencia no se llevó a cabo en el domicilio correcto o con la persona adecuada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Época: Octava Época 

Registro: 230052 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo II, Segunda Parte-1, Julio-Diciembre de 1988 

Materia(s): Civil 

Tesis: 

Página: 251 

EMPLAZAMIENTO, LA FIRMA DEL DEMANDADO Y LA ANOTACION DE SU MEDIA FILIACION, NO SON REQUISITOS INDISPENSABLES DEL.

El artículo 117 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal señala los requisitos que debe de observar el funcionario que realiza el emplazamiento, pero entre ellos, no se encuentra la exigencia de que el acta respectiva debe ser firmada por la persona con quien se entendió la diligencia ni que los datos de su media filiación deban asentarse como requisito indispensable para su validez, en virtud de que por la fe pública que se confiere a los actuarios en el ejercicio de sus atribuciones, sus actuaciones tienen pleno valor probatorio.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 944/88. Mario Pazarán Sánchez. 18 de agosto de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Villegas Vázquez.

Bajo este orden de ideas, y en relación a lo esgrimido por la parte actora en el sentido de que el notificador se debe de cerciorar el carácter de la persona con la que atiende la diligencia, se debe de manifestar que dentro de los requisitos señalados en el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual fue señalado con anterioridad, no se desprende que se deba de cumplir con dicho requisito, siendo suficiente que el propio notificador quien tiene fe pública haya asentado en los documentos impugnados, que al no encontrarse el contribuyente o representante legal del mismo, atendió dicha diligencia de citatorio con la C. **********, y el acta de notificación con la C. **********, las cuales manifestaron dicha situación, y tener una relación con el contribuyente, la primera en su calidad de contadora, quien no se identificó, pero que se realizó su media filiación, y la segunda ser empleada, quien se identificó, con credencial para votar, por lo que no se realizó su media filiación; así mismo se mencionó que ambas personas se encontraban dentro del domicilio ya que fue atendida dentro del mismo, dándose cuenta que dichas personas, no se encontraban en el mismo por circunstancias accidentales.


Motivo por el cual es de considerarse como infundados los argumentos vertidos por la parte actora, ya que ha quedado demostrado que la notificadora adscrita a la Secretaría de Finanzas  realizó las diligencias de notificación de una manera circunstanciada, y con apego en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado.

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto los siguientes criterios jurisprudenciales:

Época: Novena Época 

Registro: 162073 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXIII, Mayo de 2011 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVII.1o.P.A. J/22 

Página: 913 

NOTIFICACIONES PERSONALES EN MATERIA FISCAL. PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN CUANDO AQUÉLLAS SE ENTIENDEN CON UN TERCERO, BASTA CON QUE EL NOTIFICADOR ASIENTE EN EL ACTA CORRESPONDIENTE QUE EL INTERESADO NO LO ESPERÓ A LA HORA INDICADA EN EL CITATORIO PREVIO, DE LO CUAL SE CERCIORÓ POR LA INFORMACIÓN QUE A ESE RESPECTO LE PROPORCIONÓ LA PERSONA CON QUIEN LLEVÓ A CABO LA DILIGENCIA, DE QUIEN ASENTÓ SU NOMBRE Y EL VÍNCULO QUE TIENE CON EL CONTRIBUYENTE (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 60/2007, 2a./J. 101/2007 Y 2a./J. 82/2009).

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 60/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 962, consideró que, tratándose de una notificación personal practicada en términos del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, basta que en el acta relativa se asiente el nombre de la persona con quien se entendió la diligencia para presumir que fue la misma que informó al notificador sobre la ausencia del destinatario; por su parte, en la diversa tesis 2a./J. 101/2007, contenida en el señalado medio de difusión, Tomo XXV, junio de 2007, página 286, sustentó el criterio consistente en que en el acta relativa el notificador debe asentar en forma circunstanciada cómo se cercioró de la ausencia del interesado o de su representante, como presupuesto para que la diligencia se lleve a cabo por conducto de tercero y, en la jurisprudencia 2a./J. 82/2009, que aparece en los mismos Semanario y Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 404, estimó que cuando la mencionada diligencia se entiende con las personas que habitan en el domicilio, como los familiares o empleados domésticos, o con las que habitual o temporalmente están ahí, como los trabajadores, se cumple con el requisito de circunstanciación si se asienta el vínculo de tales personas con el contribuyente, lo cual ofrece garantía de que le informarán sobre la notificación. En congruencia con lo anterior, para cumplir con el requisito de circunstanciación de la indicada diligencia cuando se entiende con un tercero, basta con que el notificador asiente en el acta correspondiente que habiendo requerido la presencia del contribuyente o de su representante legal, éste no lo esperó a la hora señalada en el citatorio previo, de lo cual se cercioró por la información que a ese respecto le proporcionó la persona con quien llevó a cabo la diligencia, de quien asentó su nombre y el vínculo que tiene con el contribuyente.


(lo resaltado es propio)

Época: Décima Época 

Registro: 2007413 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo I 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 85/2014 (10a.) 

Página: 746 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. PARA CIRCUNSTANCIAR EL ACTA DE LA DILIGENCIA ENTENDIDA CON UN TERCERO, ES INNECESARIO QUE EL NOTIFICADOR RECABE DOCUMENTOS O ELEMENTOS INDUBITABLES QUE DEMUESTREN EL NEXO QUE ADUCE TENER CON EL CONTRIBUYENTE.

De la interpretación del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación y en congruencia con el criterio de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en las jurisprudencias 2a./J. 15/2001 (*), 2a./J. 60/2007 (**), 2a./J.101/2007 (***) y 2a./J. 82/2009 (****), se advierte que para circunstanciar el acta de notificación es necesario que el notificador asiente datos objetivos que permitan concluir que: a) la diligencia se practicó en el domicilio señalado; b) se buscó al contribuyente o a su representante; y c) ante la ausencia de éstos se entendió la diligencia con quien se encontraba en el domicilio. En este último caso, si el tercero no proporciona su nombre, no se identifica, ni expresa la razón por la cual está en el lugar o la relación que tiene con el interesado, se requerirá que el notificador asiente diversos datos que objetivamente lleven a estimar que la diligencia se practicó en el domicilio, como son las características del inmueble; si el tercero se encontraba en el interior, u otros datos diversos que, razonablemente, conlleven la certeza de que se actúa en el lugar correcto y con quien dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora en que se practicará la diligencia de notificación respectiva. De ahí que no puede obligarse al notificador a recabar los documentos con los que se acredite el vínculo del tercero con el contribuyente pues éste no está constreñido a justificar la razón por la que se encuentra en el lugar o su relación con el interesado ni, por ende, a proporcionar documentación referida con esa circunstancia, bastando entonces, a efecto de salvaguardar la legalidad del acto, que el notificador asiente los datos indicados, circunstanciando esos hechos en forma objetiva y no en meras apreciaciones subjetivas.


(lo resaltado es propio)

Por último, se debe de hacer mención que de igual manera resulta infundado, lo alegado por la parte actora, en el sentido de que el acta de notificación en este acto impugnado, no reviste de la debida legalidad, ello en virtud de que no se contiene el texto íntegro del acto a notificarse, situación que se encuentra prevista en lo dispuesto por el artículo 26 del Código Procesal Administrativo del Estado; ello es así, en virtud de que en primer lugar, la notificación en materia fiscal se encuentra debidamente regulada en el Código Fiscal del Estado, en donde se señala en su artículo 46, los requisitos que deben de contener todos los actos de la autoridad que deban notificarse a los particulares, resultando que en ninguno de ellos se establece, que deberán de contener el texto íntegro del acto o resolución de que se trate, resultando necesario la transcripción de dicha disposición legal: 

ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: 

I. Constar por escrito; 

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; 

III. Señalar la autoridad que lo emite; 

IV. Estar fundado y motivado; 

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y 

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.
.
Por otra parte, se debe de hacer mención que en el acta de notificación de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, se desprende que se asienta en la misma, que se le notifica el requerimiento de obligaciones omitidas. 

Por lo que es de considerarse, que al resultar infundados los conceptos de impugnación identificados como tercero del escrito inicial de demanda, así como el señalado como primero del escrito de ampliación de demanda, mismos que se hicieron valer en contra de la notificación del requerimiento de obligaciones con número de emisión **********folio **********de fecha siete de julio del dos mil diecisiete; se tiene que el contribuyente fue debidamente notificado del requerimiento de obligaciones anteriormente mencionado, el día veinticuatro de julio del dos mil diecisiete; y que al cumplir con el pago del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP), respecto de los meses requeridos, con posterioridad a la fecha de notificación anteriormente mencionada; resulta lógico concluir que las mismas fueron presentadas de forma extemporánea por mediar requerimiento de autoridad.

 Por consiguiente es de declarar infundado el CUMPLIMIENTO ESPONTANEO de las obligaciones fiscales, hecha valer por la parte actora en el cuarto concepto de impugnación de su escrito inicial de demanda, al quedar precisado que con anterioridad de la notificación del requerimiento de obligaciones, no se habían presentado dichas declaraciones.

2.- Los conceptos de impugnación identificados como primero y segundo del escrito inicial de demanda, se estudian de forma conjunta por estar relacionados entre sí, y de los cuales medularmente se refiere lo siguiente:

Que la determinación del crédito fiscal **********, de fecha  primero de noviembre del dos mil diecisiete, no se encuentra fundado ni motivado, ya que si bien es cierto se aprecia una lista de artículos relativos al Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, también lo es, que no se emite razonamiento alguno que precise el contenido de los mismos, o bien, a que alude cada uno de ellos máxime que, tampoco se transcriben, por lo que de una simple lectura es evidente que la ahora actora no pueda tener certeza respecto a que el acto de autoridad este fundado y motivado correctamente, es decir, no se brinda plena convicción de que dichos artículos se encuentren aplicables al caso concreto.

Que en el acto impugnado se determinaron diversas multas en cantidad de ********** cada una, omitiendo en precisar, las operaciones matemáticas que se efectuaron para determinar la cuantía de las multas, además incurre en omisión al no citar los artículos precisos que establecen expresamente el mínimo y máximo entre los que debe oscilar la multa a imponerse.
Que no se tipifica la presunta conducta irregular con las hipótesis normativas establecidas en la ley de materia, por lo que, al no brindarse la certeza legal necesaria que se encuentra obligada toda autoridad que emita un acto de molestia o de privación al gobernado se genera la nulidad del mismo.

Que si se toma en cuenta, que el salario mínimo general al momento de emitirse el acto que se tilda de nulo en el presente juicio, es decir, al año dos mil diecisiete, lo es de ********** y que conforme, a la presunta infracción que se le atribuye al suscrito de no presentar las declaraciones o formularios de pago a que están obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores, y no proporcionar la autoridad fiscal la información necesaria para el cálculo de las contribuciones que esta deba determinar, se torna de ilegal.

Que existe una falta de fundamentación y motivación, en virtud de que no se realiza la individualización de las multas, tal y como se señala en el artículo 144 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, tal y como la gravedad de la infracción, el perjuicio sufrido por el fisco, la situación económica del infractor y la reincidencia.

A juicio de esta Sala Colegiada, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan resultan ser infundados, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

 En principio conviene tener en cuenta el contenido del artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que fija los lineamientos que debe de contener un acto de autoridad que sea notificado al contribuyente, cuyo contenido es el siguiente:

“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:

I. Constar por escrito;

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación;

III. Señalar la autoridad que lo emite;

IV. Estar fundado y motivado;

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

Del artículo anteriormente transcrito se desprende en la fracción IV, que los actos de autoridad que deban notificarse a los particulares deberán de estar fundados y motivados, en el entendido de que la fundamentación se refiere a que el acto debe basarse en una disposición normativa general, mientras la motivación implica que, existiendo una norma jurídica, el caso o situación concretos respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de molestia, sean aquéllos a que alude la disposición legal que lo funde.
En tales condiciones, en los requerimientos que se emitan para ejercer las facultades de vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales, las autoridades deben satisfacer, entre otros requisitos formales en observancia a la garantía de seguridad jurídica, los de fundamentación y motivación, que han sido entendidos como la expresión precisa del precepto legal aplicable al caso (fundamentación) y el señalamiento exacto de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto respectivo, además, de que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
En consecuencia, para estimar cumplido el requisito de fundamentación y motivación de las multas que como infracciones fiscales se imponen a los contribuyentes, en términos del dispositivo 154 del Código Fiscal del Estado, es indispensable que la autoridad fiscalizadora invoque el precepto legal que contenga el supuesto de infracción; además, exponga los motivos  del porqué estima actualizado el supuesto de infracción descrito en el dispositivo en cuestión.
En ese sentido, en el caso obra a fojas de la 37 a la 40 de autos la documental consistente en el crédito fiscal  No.**********, de fecha primero de noviembre del dos mil diecisiete, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad total de **********, por concepto de multas, por haber presentado extemporáneamente la declaración y formulario de pago correspondiente a los meses de enero a diciembre de dos mil dieciséis, y de enero a mayo del dos mil diecisiete, y las cuales fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad **********, notificado el veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, documental que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, de cuyo contenido se desprende lo siguiente:

a).- Que el mismo contiene diversas multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, correspondientes a los meses de enero a diciembre de  dos mil dieciséis; y de enero a mayo de dos mil diecisiete, y que se establece como datos del contribuyente a quien está dirigido el mismo, nombre, domicilio, rfc, número de crédito fiscal **********.

b).- Que como fundamento de la emisión de las multas se señala;  por infracciones establecidas en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que dice textualmente: 
“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 
I. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;

 (II…..VI) 

……
Del contenido de la citada disposición se obtiene que se considerará como infracción el hecho de que las declaraciones o formularios de pago no sean presentadas en los términos previstos en las disposiciones fiscales, o bien, hacerlo extemporáneamente, es decir, fuera del plazo establecido por los ordenamientos correspondientes de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente.
c).- Como motivación se señala; que se determinó multa por haber presentado extemporáneamente la obligación de pago correspondiente a diversos meses (enero a diciembre de 2016; y de enero a mayo del 2017) y por requerimiento de autoridad número ********** notificado el día veinticuatro de julio del dos mil diecisiete. 
d) Por último señala que la sanción se aplica de conformidad con lo establecido en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, disposición legal que a continuación se transcribe:  
 “ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. 

II. Multa de quince a sesenta días de salario, a la prevista en la fracción III; 

III. Multa de diez a cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción IV;

IV. Multa de treinta a ciento cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción V, y 

V. Multa de sesenta a trescientos días de salario, a la prevista en la fracción VI.

Lo anterior permite a esta Sala Unitaria concluir que la emisora del acto invoca como sustento del supuesto sancionatorio para imponer las multas en el crédito fiscal **********, en principio  el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí que tipifica como infracción relacionada con el cumplimiento de obligaciones “No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores” y tuvo por actualizado dicho supuesto al describir como conducta infractora, la consistente en la presentación de las declaraciones de pago correspondientes a los meses de: enero a diciembre de 2016, y de enero a mayo de 2017; de manera extemporánea y por virtud del requerimiento número **********, que le fue notificado al contribuyente el veinticuatro de julio del dos mil diecisiete.
Es decir, mediante el crédito fiscal **********, la autoridad demandada sanciona una omisión ya configurada por no haber presentado oportunamente las declaraciones relativas y al efecto hace referencia a que medió requerimiento relativo al cumplimiento de la obligación número **********, que afirma le fue notificado al contribuyente el veinticuatro de julio del dos mil diecisiete; de ahí que el hecho de que exista un requerimiento por parte de la autoridad, hace suponer que la obligación fiscal no fue cumplida por parte del contribuyente en el tiempo que establecen los ordenamientos fiscales correspondientes, como también que dicho contribuyente conocía la irregularidad en que incurrió y de que no la corrigió sino hasta que se le hizo saber la sanción respectiva.

Al efecto cabe mencionar que obra a fojas de la 145 y 150 de autos la documental consistente en el requerimiento **********, emitido el siete de julio del dos mil diecisiete, por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado y acta de notificación de dicho requerimiento, respecto de cuyos actos de autoridad prevalece la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, al no haber sido desvirtuada por parte del actor mediante los conceptos de impugnación planteados y que fueron materia de análisis en el apartado 1 del presente considerando y de cuyas documentales se advierte lo siguiente.

· Que el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********, está dirigido al C. **********, con domicilio en “**********, RFC **********”; que el motivo del mismo fue derivado de que a la fecha de emisión de dicho documento (siete de julio del dos mil diecisiete), no se tenían registrados los comprobantes del cumplimiento de las obligaciones relativas a la declaración de pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal correspondiente a los meses referidos en dicho documento. 

· Que la emisora cita como fundamento legal para el requerimiento del cumplimiento de la obligaciones, los artículos 24 y 25, fracción III, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí y establece por cada periodo de los señalados, la fecha de vencimiento del plazo que se tenía para cumplir con la obligación omitida, en el entendido de que el citado artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado se refiere a la obligación del contribuyente de presentar la declaración de pago dentro de los primeros quince días del mes siguiente al de la causación del impuesto. 
Por tanto, cuando en el crédito fiscal impugnado la autoridad fiscal determina que la ahora demandante presentó extemporáneamente la declaración de pago mensual del impuesto sobre erogación por remuneración al trabajo personal y alude a que medio requerimiento de la autoridad exactora número **********, que le fue notificado al contribuyente el veinticuatro de julio del dos mil diecisiete y además invoca como sustento del supuesto sancionatorio el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ello refleja la adecuación entre la conducta infractora aducida y el precepto legal invocado como sustento del supuesto sancionatorio a que se refiere el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí que tipifica como infracción relacionada con el cumplimiento de obligaciones, el hecho de no presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales o hacerlo extemporáneamente.
Por otra parte, al monto de la sanción la demandada cita como fundamento de la misma el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que a continuación se transcribe: 
ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. 

II. Multa de quince a sesenta días de salario, a la prevista en la fracción III; 

III. Multa de diez a cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción IV;
IV. Multa de treinta a ciento cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción V, y 

V. Multa de sesenta a trescientos días de salario, a la prevista en la fracción VI.
En la disposición legal anteriormente anotada, se desprenden diversas multas, siendo que la contemplada en la fracción I, derivada del incumplimiento a la presentación de declaración prevista en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado,  varía entre quince a cuarenta y cinco días de salario mínimo vigente.

Bajo ese contexto, se desprende que las multas impuestas a la parte actora, son por la cantidad $1,132.00 (mil ciento treinta y dos pesos 00/100 M.N.) cada una; por lo que se puede concluir, que si se toma en cuenta que el valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente en el dos mil diecisiete, según el portal del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), correspondía a la cantidad de $75.49 (setenta y cinco pesos 49/100M.N.), la cual multiplicada por la infracción mínima señalada en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado –quince días de salario mínimo-, nos da como resultado, la cantidad de $1,132.35 (mil ciento treinta y dos pesos 35/100 M.N.), misma que corresponde a la multa impuesta por la autoridad demandada, sin que obste para ello la diferencia de los treinta y cinco centavos que se refleja en la cantidad determinada por la autoridad, había cuenta que la regla fiscal contenida, es que para efectuar el pago, el monto se ajustará para que las que contengan cantidades que incluyan de 1 a 50 centavos se ajusten a la unidad del peso inmediata anterior y las que contengan cantidades de 51 a 99 centavos, se ajusten a la unidad del peso inmediata superior.


Sirve de apoyo a lo anterior por analogía al caso en particular, el criterio tomado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se cita.

 “Época: Décima Época, Registro: 2000649, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VII, Abril de 2012, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. LXXVI/2012 (10a.), Página: 879 

RENTA. EL ARTÍCULO SEGUNDO, FRACCIÓN I, INCISO F), DE LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 DE DICIEMBRE DE 2009, EN RELACIÓN CON EL NUMERAL 177 DE DICHO ORDENAMIENTO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.

El hecho de que el legislador haya establecido en la mecánica de la tarifa para calcular el impuesto contenido en el indicado artículo segundo, fracción I, inciso f), una configuración donde al pasar de un rango a otro disminuye el impuesto a pagar, no la vuelve desproporcional, ya que en algunos casos, quienes perciben ingresos por arriba del límite inferior pueden tributar por debajo de los del rango que les antecede -además, porque la diferencia que surge es insignificante-, pues cuando el cálculo se maneja con los límites exactos que establece la tarifa la diferencia entre uno y otro es de un centavo. Esto es, la configuración que el legislador plasmó en la citada tarifa presenta ciertas inconsistencias pero en rango de centavos, lo cual no se materializa a nivel de cantidades mayores a los rangos que establece la tarifa. Lo anterior, no puede llegar al extremo de que por existir inconsistencias a nivel de centavos se genere una desproporcionalidad en la tarifa del impuesto sobre la renta, pues esta diferencia, al incrementarse la base, desaparece y corrige dicha inconsistencia. Ahora bien, si se considera lo que ha resuelto la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que la desproporcionalidad debe plasmarse en la tasa real efectiva, entonces tal diferencia se diluye, ya que al ser al nivel de centésimos es imperceptible para efectos de la obtención de la tributación real efectiva, lo cual es el parámetro de referencia para el análisis de proporcionalidad del impuesto. Así, para determinar el impuesto a pagar, la cuota o tasa fija se suma a la cantidad que resulte después de multiplicar por el porcentaje que le corresponde al excedente del límite inferior, con lo cual, si bien en algunos casos cuando se aplica sobre las cantidades marginales puede existir una diferencia menor en el impuesto que resulte, ésta es tan insignificante (por centavos) que, al efectuarse el pago, conforme al párrafo décimo del artículo 20 del Código Fiscal de la Federación, el monto se ajusta o redondea, según el caso, a la unidad inmediata anterior o posterior, por lo que no representa un salto cuantitativo que conlleve a una falta de progresividad. Por tanto, el artículo segundo, fracción I, inciso f), de las disposiciones de vigencia temporal del Decreto de reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de diciembre de 2009, en relación con el numeral 177 de dicho ordenamiento, no viola los principios tributarios de proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues esa diferencia que pueda ocasionarse entre contribuyentes, al quedar ubicados en un rango y otro, no les causa perjuicio alguno, dado que en ambos casos, el contribuyente que queda ubicado en el límite inferior del anterior, al aplicar el ajuste o redondeo al pagar el impuesto, podría enterar la misma cantidad, dada la mínima diferencia de la base gravable de sus ingresos.

Por otra parte, respecto a las circunstancias que individualizaron el monto de la sanción, como son la gravedad de la infracción, el perjuicio sufrido por el fisco, la reincidencia y la capacidad económica, a que se refiere el artículo 144 del Código Fiscal del Estado; al quedar acreditado que la autoridad demandada impuso a la parte actora la multa mínima establecida en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, por cometer la infracción establecida en el artículo 153 fracción I de dicho Código, al haber no haber presentado la declaración de pago que le correspondía, la autoridad demandada no se encontraba obligada a razonar las circunstancias de individualización de la sanción, pues al imponer el monto mínimo de la multa no se requiere razonar su imposición, sin que ello implique violación a la garantía de fundamentación y motivación.
Al efecto cobra aplicación la tesis de jurisprudencia que enseguida se transcribe.

“Época: Novena Época, Registro: 192796, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Diciembre de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 127/99, Página: 219 

MULTA FISCAL MÍNIMA. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE NO SE MOTIVE SU IMPOSICIÓN, NO AMERITA LA CONCESIÓN DEL AMPARO POR VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.

Si bien es cierto que de conformidad con el artículo 16 constitucional todo acto de autoridad que incida en la esfera jurídica de un particular debe fundarse y motivarse, también lo es que resulta irrelevante y no causa violación de garantías que amerite la concesión del amparo, que la autoridad sancionadora, haciendo uso de su arbitrio, imponga al particular la multa mínima prevista en la ley sin señalar pormenorizadamente los elementos que la llevaron a determinar dicho monto, como lo pueden ser, entre otras, la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, su reincidencia, ya que tales elementos sólo deben tomarse en cuenta cuando se impone una multa mayor a la mínima, pero no cuando se aplica esta última, pues es inconcuso que legalmente no podría imponerse una sanción menor. Ello no atenta contra el principio de fundamentación y motivación, pues es claro que la autoridad se encuentra obligada a fundar con todo detalle, en la ley aplicable, el acto de que se trate y, además, a motivar pormenorizadamente las razones que la llevaron a considerar que, efectivamente, el particular incurrió en una infracción; es decir, la obligación de motivar el acto en cuestión se cumple plenamente al expresarse todas las circunstancias del caso y detallar todos los elementos de los cuales desprenda la autoridad que el particular llevó a cabo una conducta contraria a derecho, sin que, además, sea menester señalar las razones concretas que la llevaron a imponer la multa mínima.”

Derivado de las anteriores consideraciones es que resultan infundados los conceptos de violación primero y segundo del escrito inicial de demanda.

3.- En el concepto de impugnación identificado como quinto del escrito inicial de demanda, la parte actora medularmente refiere que en todo procedimiento debe existir la oportunidad de defensa, la cual no solo implica la celebración de una audiencia sino que, debe permitirse al interesado en todo momento procesal poder comparecer en plazos específicos a dar cumplimiento a cualquier tipo de prevención, pues de no hacerlo se caería en el supuesto de que la autoridad privaría su acto de la certeza jurídica necesaria para hacer efectivo cualquier tipo de apercibimiento.

Que ello es así, en virtud de que el apercibimiento debe ser notificado y concedido con plazo para que el interesado haga valer su derecho, justifique su conducta o defienda su derecho, cuestión la cual la autoridad omitió innegablemente; sustentando su dicho en la jurisprudencia bajo la voz: “PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD DE REQUERIR INFORMACIÓN HASTA EN DOS OCASIONES, ES ACORDE CON LOS PRINCIPIOS DE  EXHAUSTIVIDAD, EFICACIA Y EXPEDITEZ EN LA INVESTIGACION”.
A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término, se debe de manifestar que la jurisprudencia mencionada por la parte actora, y mediante la cual apoya su concepto de impugnación, se debe de decir que en el presente asunto no es aplicable, ya que la misma se refiere al procedimiento Electoral, y en el presente asunto se trata de una controversia de carácter fiscal.

En ese sentido se tiene, que al tratarse el acto impugnado de la emisión de un crédito fiscal el cual deriva del incumplimiento del pago de un impuesto, la garantía de audiencia se da después de la emisión de dicha liquidación, al momento de establecerse en el propio ordenamiento fiscal, los medios de impugnación que el particular puede hacer valer en contra del mismo, resultando aplicable los siguientes criterios jurisprudenciales:
Época: Séptima Época 

Registro: 233084 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 66, Primera Parte 

Materia(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 

Página: 77 

AUDIENCIA, GARANTIA DE, EN MATERIA IMPOSITIVA. NO ES NECESARIO QUE SEA PREVIA.

Teniendo un gravamen el carácter de impuesto, por definición de la ley, no es necesario cumplir con la garantía de previa audiencia establecida en el artículo 14 constitucional, ya que el impuesto es una prestación unilateral y obligatoria y la audiencia que se puede otorgar a los causantes es siempre posterior a la aplicación del impuesto, que es cuando existe la posibilidad de que los interesados impugnen, ante las propias autoridades, el monto y cobro correspondiente, y basta que la ley otorgue a los causantes el derecho a combatir la fijación del gravamen, una vez que ha sido determinado, para que en materia hacendaria se cumpla con el derecho fundamental de audiencia, consagrado por el artículo 14 constitucional, precepto que no requiere necesariamente, y en todo caso, la audiencia previa, sino que, de acuerdo con su espíritu, es bastante que los afectados sean oídos en defensa antes de ser privados de sus propiedades, posesiones o derechos.

Séptima Epoca, Primera Parte:

Volumen 53, página 37. Amparo en revisión 5032/69. Fábricas de Aceites "La Rosa", S.A. 2 de mayo de 1973. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Manuel Rivera Silva.

Volumen 55, página 39. Amparo en revisión 250/58. Guadalupe de Landa Escandón y coagraviados. 3 de julio de 1973. Unanimidad de quince votos. Ponente: Mario G. Rebolledo.

Volumen 55, página 39. Amparo en revisión 6714/57. María Teresa Chávez Campomanes y coagraviados. 10 de julio de 1973. Unanimidad de dieciocho votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Volumen 58, página 38. Amparo en revisión 6194/57. Ana Shapiro de Zundelevich. 9 de octubre de 1973. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Abel Huitrón y A.

Volumen 66, página 49. Amparo en revisión 1229/59. José Martínez Moure. 6 de junio de 1974. Unanimidad de quince votos. Ponente: Abel Huitrón y A.

Época: Novena Época 

Registro: 171427 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVI, Septiembre de 2007 

Materia(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 174/2007 

Página: 510 

MULTA FISCAL. TRATÁNDOSE DE LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 28 DE JUNIO DE 2006, LA GARANTÍA DE AUDIENCIA PUEDE OTORGARSE CON POSTERIORIDAD A SU IMPOSICIÓN.

Si se toma en consideración que conforme a la jurisprudencia del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 66, Primera Parte, página 77, con el rubro: "AUDIENCIA, GARANTÍA DE, EN MATERIA IMPOSITIVA. NO ES NECESARIO QUE SEA PREVIA.", cuando la autoridad hacendaria determina un crédito fiscal derivado del incumplimiento en el pago de una contribución, la garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos puede otorgarse a los gobernados con posterioridad al dictado de la liquidación, resulta inconcuso que tratándose de la sanción prevista en el artículo 76, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 28 de junio de 2006, el derecho de audiencia puede otorgarse con posterioridad a la emisión de la resolución respectiva, en virtud de que el crédito fiscal que deriva de la imposición de aquélla tiene su origen en la omisión del pago de una contribución y, por ende, al tenor del artículo 2o., último párrafo, del propio ordenamiento, constituye un accesorio del tributo respectivo que participa de su naturaleza, tornándose en un crédito fiscal tributario. En consecuencia, la oportunidad otorgada al gobernado que sea sancionado conforme al indicado artículo 76, fracción II, para impugnar la resolución respectiva, en la parte referida a la existencia de la conducta infractora, así como en la relativa a la individualización de la sanción aplicable, mediante el recurso de revocación en sede administrativa, en términos de los artículos 116 y 117 del citado Código tributario, o a través del juicio contencioso administrativo, conforme al título sexto del propio ordenamiento, es suficiente para cumplir con la mencionada garantía constitucional.

Amparo directo en revisión 406/2001. Promotora Villavera, S.A. de C.V. 15 de junio de 2001. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina.

Amparo directo en revisión 774/2002. Turismo Las Hamacas, S.A. de C.V. 28 de junio de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan Díaz Romero. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo directo en revisión 984/2004. Plavicom, S.A. de C.V. 15 de octubre de 2004. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo directo en revisión 1874/2004. Manuel Díaz Romero. 14 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María del Consuelo Núñez Martínez.

Amparo directo en revisión 1691/2005. Rubén Riquelme Zúñiga. 18 de noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Juan Fernando Mendoza Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 174/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil siete.

4.- Por último, la parte actora en la última parte de su escrito inicial de demanda, solicita la inconstitucionalidad del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP), en virtud de violaciones al proceso legislativo que trascienden al plano constitucional y provocan la invalidación de la norma.

Al respecto, es necesario precisar que una declaratoria de inconstitucionalidad de una norma general es exclusiva de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación en ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad quienes deciden en forma terminal y definitiva si una disposición es contraria o no a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. 

En este sentido, una instancia jurisdiccional ordinaria como lo es este Tribunal de Justicia Administrativa, con la competencia específica establecida en el Artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí y artículos 7 y 8 de su Ley Orgánica publicada en el Periódico Oficial del Estado el 10 de abril de 2017 en vigor; referida a resolver las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal; se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia; sin que le sea dable integrar en su litis un tema de inconstitucionalidad, resultando aplicable el siguiente criterio jurisdiccional:
Época: Décima Época Registro: 2010143 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 23, Octubre de 2015, Tomo II Materia(s): Común Tesis: 1a. CCLXXXIX/2015 (10a.) Página: 1647 

CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS. 

De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

En este sentido, una vez precisado lo anterior, esta Segunda Sala Unitaria, respecto de la declaratoria de inconstitucionalidad pretendida por la parte actora, resulta inatendible por las razones expuestas con anterioridad, de ahí la inoperancia de dichos argumentos.

Por lo expuesto y fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 28, 34 y 35 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
